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TEMARIO	COMÚN

Tema 1.- La Constitución Española de 1978: Características. Los principios constitucionales y los

valores superiores. Derechos y deberes fundamentales. La protección de los derechos.

Tema 2.- La Jefatura del Estado: La Corona. Funciones constitucionales del Rey. Sucesión y

regencia. El refrendo.

Tema 3.- Las Cortes Generales. Composición y atribuciones del Congreso de los Diputados y del

Senado.

Tema 4.- El Gobierno. Composición, designación, funciones y relaciones con el resto de los

poderes del Estado.

Tema 5.- La Administración Pública: principios constitucionales. La Administración General del

Estado y su organización periférica. La organización territorial del Estado. Las Comunidades

Autónomas. Distribución competencial. Los conflictos de competencias. La coordinación entre

las distintas administraciones públicas.

Tema 6.- La Unión Europea: Antecedentes. Objetivos y naturaleza jurídica. Los Tratados

originarios y modificativos. La Constitución Europea.

Tema 7.- Las fuentes del Derecho Comunitario Europeo. Derecho originario. Derecho derivado:

Reglamentos, directivas y decisiones. Otras fuentes. Las relaciones entre el Derecho Comunitario

y el ordenamiento jurídico de los Estados miembros.

Tema 8.- El Derecho Administrativo. Concepto y fuentes.

Tema 9.- El acto administrativo. El procedimiento Administrativo (Ley 39/2015, de 1 de octubre,

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas).

Tema 10.- El contrato administrativo. Concepto, tipos, principios, características y elementos.

Adjudicación. Ejecución. (Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por

la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y

del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014).

Tema 11.- El personal al servicio de las Administraciones Públicas. Régimen jurídico. Derechos

y deberes del personal al servicio de la administración Pública.



Tema 12.- Los procesos selectivos en la Administración Pública. Principios Constitucionales.

Selección de Personal en la Administración General del Estado. Incompatibilidades del personal

al servicio de las Administraciones Públicas.

Tema 13.- El IV Convenio único para el personal laboral de la Administración General del Estado.

Sistema de clasificación. Órganos de seguimiento y aplicación del Convenio: Comisión

Negociadora y Comisión Paritaria. Grupos de trabajo y Subcomisiones de la Comisión Paritaria.

Organización del trabajo. Provisión de puestos y movilidad. Derechos y obligaciones. Régimen

disciplinario.

Tema 14.- El contrato de trabajo en la Administración Pública. Modalidades. Suspensión.

Extinción. Sus causas. El despido. Sindicación del personal Laboral. Comités de Empresa y

Delegados de Personal.

Tema 15.- El derecho de huelga y su ejercicio. La huelga en los servicios esenciales de la

comunidad. Los conflictos colectivos y su solución: Especial referencia a las Administraciones

Públicas

Tema 16.- Presupuestos Generales del Estado. Estructura. El ciclo presupuestario: elaboración,

ejecución y control.

Tema 17.- Normas sobre seguridad y prevención de riesgos laborales.

Tema 18.- Políticas de Igualdad de Género. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la

Igualdad efectiva de mujeres y hombres. Políticas contra la Violencia de género. La Ley Orgánica

1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Discapacidad y dependencia. Plan de Igualdad de género en la Administración General del Estado

y sus Organismos Públicos.

Tema 19.- La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública

y buen gobierno El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno: Funciones. El Portal de

Transparencia. Las Unidades de Información y Transparencia (UITS).

Tema 20.- La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Principios informadores de

la actividad en el servicio público: transparencia, colaboración, participación y rendición de

cuentas.

-o-o-o0o-o-o-



www.temariosenpdf.es Tema 1 - Pág. 1

TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	CARACTERÍSTICAS.
LOS	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES	Y	LOS	VALORES	SUPERIORES.

DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.	LA	PROTECCIÓN	DE	LOS	DERECHOS.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	JEFATURA	DEL	ESTADO:	LA	CORONA.	FUNCIONES
CONSTITUCIONALES	DEL	REY.	SUCESIÓN	Y	REGENCIA.	EL	REFRENDO

1.‐	INTRODUCCIÓN

El artículo 1.3 de la Constitución establece que la forma política del Estado español es la Monarquía Parla-
mentaria. Esta definición implica que el Rey, aún cuando ostenta el cargo de Jefe del Estado, está sometido
al Parlamento, siéndole de aplicación la máxima de que “El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”. En desarrollo de lo
dispuesto en el mencionado artículo 1.3, el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65) se encabeza con el
enunciado  “De	la	Corona” que es el nombre clásico para indicar el conjunto de prerrogativas y funciones que
corresponden a la Monarquía, personalizada en el Rey.

La Corona, término adoptado del constitucionalismo comparado, es la denominación específica que en
España se le ha dado a un órgano constitucional: la Jefatura del Estado. Este órgano constitucional es, pues,
un órgano del Estado cuyo titular es el Rey y al que se le atribuyen funciones propias y diferenciadas de las
del resto de los poderes del Estado.

2.‐	REGULACIÓN	CONSTITUCIONAL

La Corona está regulada en el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65), con el contenido siguiente.

CARACTERÍSTICAS.- El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el
funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las
relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las
funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrenda-
dos en la forma establecida en la Constitución, careciendo de validez sin dicho refrendo (salvo lo dispues-
to sobre distribución del presupuesto para el sostenimiento de su Familia y Casa, y el nombramiento y
cese de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pues se trata de actos que serán realizados
libremente por el Rey).

SUCESIÓN.- La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón,
legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogeni-
tura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el
grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona
de más edad a la de menos.

El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de
la Corona de España.
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TEMA	3.‐	LAS	CORTES	GENERALES.	COMPOSICIÓN	Y	ATRIBUCIONES
DEL	CONGRESO	DE	LOS	DIPUTADOS	Y	DEL	SENADO.	

1.‐	INTRODUCCIÓN

“Cortes	Generales” es el nombre oficial del Parlamento español, compuesto de dos Cámaras: Congreso de los
Diputados y Senado. Este nombre es el tradicional en España pues las asambleas medievales de diversos
reinos peninsulares ya se denominaban Cortes. Y este es también el nombre que se mantuvo en la mayoría
de las constituciones del siglo XIX y el que han adoptado diversos Parlamentos autonómicos.

La importancia de las Cortes Generales como órgano del Estado deriva de que representan al pueblo español,
tal como establece el artículo 66.1 de la Constitución de 1978, que es el titular de la soberanía (artículo 1.2
de la Constitución).

La Constitución contiene disposiciones comunes para las dos Cámaras que componen las Cortes Generales
y disposiciones específicas para cada una de ellas.

• Características comunes a ambas Cámaras

Entre las disposiciones generales deben destacarse, además de su común definición como representantes
del pueblo español, las siguientes:

-Las funciones que ejercen son: 

- la legislativa, consistente en la aprobación de leyes;

- la presupuestaria, que se materializa en la aprobación de los ingresos y gastos anuales del Estado;

- el control de la acción del Gobierno y el impulso político, que se instrumentan a través de diversos
procedimientos (preguntas, interpelaciones, mociones, comparecencias) y

- otras funciones, establecidas en la propia Constitución. 

-La declaración de ser inviolables las dos Cámaras, lo que impide adoptar medidas coercitivas contra las
mismas (artículo 72 de la Constitución).

-La prohibición de ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente (artículo 67.1 de la Constitución).

-La prohibición de mandato imperativo para los miembros de ambas Cámaras, lo que significa que
Diputados y Senadores son libres para expresarse y votar, sin tenerse que someter a ninguna indicación
o instrucción. Lo cual no impide que voluntariamente los Diputados y Senadores acepten la disciplina
de su Grupo Parlamentario (artículo 67.2 de la Constitución).
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TEMA	4.‐	EL	GOBIERNO.	COMPOSICIÓN,	DESIGNACIÓN,	FUNCIONES
Y	RELACIONES	CON	EL	RESTO	DE	LOS	PODERES	DEL	ESTADO.	

1.‐	INTRODUCCIÓN

El Gobierno constituye, junto con la Administración, el Poder Ejecutivo, y equivale al Consejo de Ministros,
y respecto del mismo la Constitución señala que el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Adminis-
tración Civil y Militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de
acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Los principios que configuran su funcionamiento son tres: el principio de dirección presidencial, que otorga
al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el
Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus
miembros, y el principio de organización departamental que otorga al titular de cada Departamento (Ministe-
rio) una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

Por su parte, la Administración Pública puede entenderse básicamente desde una perspectiva funcional o
de actividad y desde una perspectiva orgánica:

-Funcional.- En este sentido administración hace referencia a un concepto dinámico que se contrapone
a otras formas de manifestación del Poder Público, como la función legislativa o la jurisdiccional.

-Orgánica.- Desde esta perspectiva se considera a la Administración como el conjunto de órganos o
instituciones que llevan a cabo esa actividad que se estima administrativa.

Atendiendo a su sentido etimológico o vocablo Administrar  proviene del latín "ad ministrare” que significa
servir. El diccionario de Lengua Española, por su parte emplea el término administrar	como equivalente a
gobernar, regir, o cuidar, y el administrador es la persona que administra bienes ajenos.

En consecuencia, Administración, por su raíz etimológica recoge dos ideas fundamentales: las de gestión y
subordinación, pues la función administrativa supone una actividad gestora (esto es, de realización de fines
mediante el empleo de medios pertinentes), y una actividad subordinada, en cuanto que esos fines y esos
medios vienen predeterminados por consideraciones superiores de tipo político. A ello se añade la nota de
alteridad, ya que la acción administrativa se ejerce, normalmente, respecto de bienes o intereses que no son
propios sino, muy al contrario, ajenos: los de la comunidad.

La Administración Pública se presenta en nuestro ordenamiento jurídico totalmente organizada, como un
auténtico órgano del Estado, siendo los funcionarios simples agentes de dicha organización. La Administra-
ción Pública no es representante de la comunidad, como ocurre al Parlamento, sino una organización puesta
su servicio. Así la Constitución, al referirse a la Administración, además de subrayar como primera nota
definitoria su carácter servicial (la Administración pública sirve con objetividad los intereses generales),
extrae de ello inmediatamente su condición de subordinada o sometida (con sometimiento pleno a la Ley
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TEMA	5.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA:	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.
LA	ADMINISTRACIÓN	GENERAL	DEL	ESTADO	Y	SU	ORGANIZACIÓN	PERIFÉRICA.
LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS.

DISTRIBUCIÓN	COMPETENCIAL.	LOS	CONFLICTOS	DE	COMPETENCIAS.	
LA	COORDINACIÓN	ENTRE	LAS	DISTINTAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.- INTRODUCCIÓN

Refiriéndose a la Administración Pública en general, la Constitución le impone una serie de principios de
actuación y organización. Así, el art. 103.1 establece que “la	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los
intereses	generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentra‐
ción	y	coordinación”.

La afirmación de que la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales es el eje sobre
el que debe gravitar la actuación administrativa. El interés general se configura de esta manera como un
principio constitucionalizado, que debe estar presente y guiar cualquier actuación de la Administración. La
consecuencia inmediata no es otra sino la de que la Administración no goza de un grado de autonomía de
la voluntad similar al que es propio de los sujetos de derecho privado. La actuación de la Administración
deberá estar guiada por la búsqueda y consecución del interés público que le corresponda, lo que le impedirá
-por imperativo del precepto constitucional mencionado- apartarse del fin que le es propio.

El ordenamiento jurídico establece figuras y mecanismos tendentes a evitar desviaciones de la Administra-
ción respecto de lo que, en cada momento, y en función de las circunstancias, deba considerarse como interés
público a alcanzar. El artículo 103.1 garantiza de esta manera que las potestades administrativas reconocidas
por el ordenamiento jurídico no se utilicen con fines distintos de aquellos que justificaron su creación y
reconocimiento en favor de la Administración.

Por otra parte, el sometimiento pleno a la ley y al Derecho recogido en el artículo 103.1 enlaza con lo previsto
en el artículo 106.1 de la Constitución, cuando se atribuye a los Tribunales (a los órganos jurisdiccionales
competentes) el control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como
el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. Ello impide que puedan existir comportamientos de la
Administración Pública -positivos o negativos- inmunes al control judicial.

Por otra parte, el artículo 103.1 alude también a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración y coordinación, disponiendo que la Administración Pública debe actuar de acuerdo con
dichos principios. En realidad, es fácil observar que tales principios no están situados en el mismo plano: los
principios de jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación no son nada en sí mismos si no
se conectan con la finalidad que con ellos se persigue, como es alcanzar una actuación administrativa eficaz.
Podría decirse que el principio de eficacia es el objetivo a alcanzar, siendo los principios de jerarquía,
descentralización, desconcentración y coordinación medios a través de los cuales podrá conseguirse dicho
objetivo.
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TEMA	6.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA:	ANTECEDENTES.	OBJETIVOS	Y	NATURALEZA
JURÍDICA.	LOS	TRATADOS	ORIGINARIOS	Y	MODIFICATIVOS.

LA	CONSTITUCIÓN	EUROPEA.	

1.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA

1.1.- INTRODUCCIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA

La UE es una asociación económica y política singular de 28 países europeos (27 a partir del Brexit) que
abarcan juntos gran parte del continente.

La UE se fundó después de la Segunda Guerra Mundial. Sus primeros pasos consistieron en impulsar la
cooperación económica con la idea de que, a medida que aumenta la interdependencia económica de los
países que comercian entre sí, disminuyen las posibilidades de conflicto entre ellos. El resultado fue la
Comunidad Económica Europea (CEE), creada en 1958, que en principio suponía intensificar la cooperación
económica entre seis países: Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos. Posteriormen-
te, se creó un gran mercado único que sigue avanzando hacia el logro de todo su potencial. Pero lo que
comenzó como una unión puramente económica también fue evolucionando hasta llegar a ser una organiza-
ción activa en todos los campos, desde la ayuda al desarrollo hasta el medio ambiente. En 1993, el cambio
de nombre de CEE a UE (Unión Europea) no hacía sino reflejar esta transformación.

La UE ha hecho posible medio siglo de paz, estabilidad y prosperidad, ha contribuido a elevar el nivel de vida
y ha creado una moneda única europea. Gracias a la supresión de los controles fronterizos entre los países
de la UE, ahora se puede viajar libremente por la mayor parte del continente. Y también es mucho más fácil
vivir y trabajar en el extranjero dentro de Europa.

La UE se basa en el Estado de Derecho. Esto significa que todas sus actividades se fundamentan en tratados
acordados voluntaria y democráticamente entre todos los Estados miembros. Estos acuerdos vinculantes
establecen los objetivos de la UE en sus numerosos ámbitos de actividad.

Uno de sus principales objetivos es promover los derechos humanos tanto en la propia UE como en el resto
del mundo. Dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos
humanos son sus valores fundamentales. Desde la firma del Tratado de Lisboa en 2009, la Carta de los
Derechos Fundamentales de la UE reúne todos estos derechos en un único documento. Las instituciones de
la UE están jurídicamente obligadas a defenderlos, al igual que los gobiernos nacionales cuando aplican la
legislación de la UE.

El mercado único es el principal motor económico de la UE y hace que la mayoría de las mercancías, servicios,
personas y capital puedan circular libremente. Otro de sus objetivos esenciales es desarrollar este enorme
recurso para que los europeos puedan aprovecharlo al máximo.
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TEMA	7.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	COMUNITARIO	EUROPEO.	DERECHO
ORIGINARIO.	DERECHO	DERIVADO:	REGLAMENTOS,	DIRECTIVAS	Y	DECISIONES.

OTRAS	FUENTES.	LAS	RELACIONES	ENTRE	EL	DERECHO	COMUNITARIO
Y	EL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO	DE	LOS	ESTADOS	MIEMBROS.	

1.‐	EL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA

1.1.- EL ACERVO COMUNITARIO

El denominado “acervo comunitario” comprende la base común de derechos y obligaciones que vincula al
conjunto de los Estados miembros de la Unión Europea, que está en evolución constante y engloba:

• El contenido, los principios y los objetivos políticos de los Tratados;

• La legislación adoptada en aplicación de los Tratados y la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia;

• Las declaraciones y resoluciones adoptadas en el marco de la Unión;

• Los actos en materia de Política Exterior y de Seguridad Común;

• Los actos acordados en materia de Justicia y Asuntos de Interior;

• Los Acuerdos Internacionales celebrados por la Comunidad y los celebrados por los Estados miembros
entre sí en el ámbito de las actividades de la Unión.

Así pues, además de abarcar el Derecho Comunitario Europeo propiamente dicho, el acervo comunitario
engloba todos los actos adoptados en el marco de los pilares de la Unión, a los que se suman los nuevos
contenidos en el Tratado de Lisboa y los objetivos comunes fijados por los Tratados. La Unión tiene por
objeto el mantenimiento íntegro y permanente del acervo y su desarrollo. Los países candidatos deben
aceptarlo antes de adherirse a la Unión y las exenciones al mismo son escasas y de alcance limitado. Para
integrarse en la Unión, los países candidatos deben transponer el acervo en sus legislaciones nacionales y
aplicarlo desde el momento de su adhesión efectiva.

1.2.- CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO COMUNITARIO

Como características generales destacan las siguientes:

AUTONOMÍA.- El Derecho Comunitario no es un Derecho extranjero ni un Derecho exterior: es el Derecho
propio de cada uno de los Estados Miembros, como su Derecho nacional En este sentido la sentencia del
Tribunal de Justicia Comunitario de 5 de febrero de 1963 lo configura como Derecho Autónomo, distinto
del Derecho Internacional y del Derecho Interno de los Estados Miembros.
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TEMAS	8.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO.	CONCEPTO	Y	FUENTES.	

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.- ORÍGENES, CONCEPTO Y CONTENIDO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

El Derecho Administrativo surgió como manifestación de las concepciones jurídicas de la Revolución france-
sa y como una reacción directa contra las técnicas de gobierno del absolutismo. Este partía de un principio
básico: la fuente de todo Derecho es la persona subjetiva del Rey en su condición de representante de Dios
en la comunidad, lo que implica que puede actuar tanto por normas generales como por actos singulares o
por sentencias contrarias a aquellas. Los revolucionarios rechazaban tal situación afirmando que la fuente
del Derecho no está en ninguna institución supuestamente trascendental a la comunidad, sino en esta misma,
en su voluntad general. Y a la vez, sólo hay una forma legítima de expresión de esa voluntad: la ley general,
la cual ha de determinar todos y cada uno de los actos singulares del poder.

La mayor parte de los conceptos que de Derecho Administrativo se han dado vienen impuestos por una doble
consideración: que el Derecho Administrativo es esencialmente la rama jurídica reguladora de la organiza-
ción y funcionamiento de la Administración pública, lo cual parece evidente, y que -por otra parte- no toda
la normativa aplicable con fines de organizar o hacer actuar a la Administración pública es, sin embargo,
Derecho Administrativo. Dicho de otra forma, la necesidad de elaboración de un concepto del Derecho
Administrativo viene impuesta porque el criterio subjetivo, la presencia de la Administración en una relación
jurídica cualquiera, es insuficiente para hacer de esa relación una sujeta al Derecho Administrativo, ya que
a menudo ésta se somete al Derecho privado al actuar sin imperium.

De acuerdo con las dos notas fundamentales citadas, esto es, el Derecho Administrativo es el Derecho de la
Administración, y el Derecho Administrativo es un Derecho distinto del privado y, por consiguiente público,
ENTRENA CUESTA define el Derecho Administrativo como “el conjunto de normas de Derecho Público
interno que regulan la organización y actividad de las Administraciones públicas”.

Por su parte, GARCÍA DE ENTERRÍA, después de recordar la existencia de dos clases de Derechos: Derechos
generales y Derechos estatutarios, entiende que el Derecho Administrativo no es el Derecho propio de unos
órganos o de un poder, ni tampoco el Derecho propio de una función, sino un Derecho de naturaleza estatuta-
ria, en cuanto se dirige a la regulación de las singulares especies de sujetos que se agrupan bajo el nombre
de Administraciones Públicas, sustrayendo a estos sujetos singulares del Derecho Común.

Para ZANOBINI «el Derecho administrativo es aquella parte del Derecho público que tiene por objeto regular
la organización, los medios y las formas de la actividad de las administraciones públicas y las consiguientes
relaciones jurídicas entre aquéllas y otros sujetos».

De estas definiciones se desprenden los siguientes rasgos:
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TEMA	9.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO.	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO
(LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.).	

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO

Puede definirse al acto administrativo como cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento
o de juicio realizada por un órgano de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrati-
va. Y también, de una forma más breve, como acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al
Derecho Administrativo. O como toda declaración jurídica, unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la
Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas objetivas.

La Ley 39/2015 no da un concepto de acto administrativo, si bien el art. 34 da por sentada su existencia
cuando manifiesta que “Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo que “El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”. Establecido el concepto, se pueden señalar las siguien-
tes características de los actos administrativos:

1ª.- El acto administrativo es un acto jurídico: consiste en una declaración, lo que excluye las actividades
materiales de la Administración (actividades instrumentales como una llamada por teléfono, un requeri-
miento de documentación, el otorgamiento de un plazo, etc).

2ª.- La declaración puede ser de voluntad, de juicio, de conocimiento y de deseo:

-Entre las declaraciones de voluntad están las autorizaciones o licencias (permiten realizar una
actividad o una obra), las sanciones o prohibiciones, etc.

-Entre las declaraciones de juicio se pueden citar los actos consultivos, los informes, los actos de
intervención y fiscalización financiera, etc.

-Entre las declaraciones de conocimiento están los certificados, las anotaciones o registro de títulos,
los levantamientos de actas, etc.

-Como declaraciones de deseo están las propuestas o peticiones de un órgano a otro.

3ª.- El acto administrativo ha de proceder de una Administración, lo que implica que no puedan ser
considerados actos administrativos:

-Los actos políticos del Gobierno.
-Los actos jurídicos del interesado.
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TEMA	10.‐	EL	CONTRATO	ADMINISTRATIVO.	CONCEPTO,	TIPOS,	PRINCIPIOS,
CARACTERÍSTICAS	Y	ELEMENTOS.	ADJUDICACIÓN.	EJECUCIÓN.

(LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO).	

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	11.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
RÉGIMEN	JURÍDICO.	DERECHOS	Y	DEBERES	DEL	PERSONAL

AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.

1.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.



www.temariosenpdf.es Tema 12 - Pág. 1

TEMA	12.‐	LOS	PROCESOS	SELECTIVOS	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.
PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.	SELECCIÓN	DE	PERSONAL	EN	LA	AGE.
INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.	

1.‐	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES	DE	LA	SELECCIÓN	DE	PERSONAL	EN	LAS	AA.PP.

El art. 14 de la Constitución establece que los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o
circunstancia personal o social.

Por su parte, el art. 23.2 establece que los ciudadanos tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad
a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.

Y a las disposiciones anteriores hay que añadir que el art. 103.3 establece que la ley regulará el acceso a la
función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad.

Por lo tanto, el acceso al empleo público está presidido por las normas o principios que en la Constitución
fi jan las pautas de esa selección. Así, cuando una Administración pública, cuya principal razón de ser es
precisamente tutelar el interés general concreto que le está encomendado, se provee de personal para el
despliegue de su actividad y por tanto para el logro de su finalidad, debe buscar aquellos perfiles que mejor
se adecuen a la consecución de lo previsto, optimizando así el interés general encomendado.

El mérito y la capacidad deben presidir ese proceso de selección encaminado a esa optimización, contando
con los más capaces de los candidatos. Además el principio de igualdad se concreta en este ámbito exigiendo
que no puedan existir preferencias que no se basen en ese mérito y capacidad contrastados.

2.‐	LA	SELECCIÓN	DE	PERSONAL

2.1.- ACCESO AL EMPLEO PÚBLICO Y ADQUISICIÓN DE LA RELACIÓN DE SERVICIO

El EBEP regula el acceso al empleo público y adquisición de la relación de servicio en los términos siguientes.

PRINCIPIOS RECTORES.- Todos los ciudadanos tienen derecho al acceso al empleo público de acuerdo con
los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, y de acuerdo con lo previsto en el
presente Estatuto y en el resto del ordenamiento jurídico.

Las AA.PP., entidades y organismos públicos seleccionarán a su personal funcionario y laboral mediante
procedimientos en los que se garanticen los principios constitucionales antes expresados, así como los
establecidos a continuación:

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.
b) Transparencia.
c) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.
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TEMA	13.‐	EL	IV	CONVENIO	ÚNICO	PARA	EL	PERSONAL	LABORAL	DE	LA	AGE.
SISTEMA	DE	CLASIFICACIÓN.	ÓRGANOS	DE	SEGUIMIENTO	Y	APLICACIÓN	DEL
CONVENIO:	COMISIÓN	NEGOCIADORA	Y	COMISIÓN	PARITARIA.	GRUPOS	DE
TRABAJO	Y	SUBCOMISIONES	DE	LA	COMISIÓN	PARITARIA.	ORGANIZACIÓN

DEL	TRABAJO.	PROVISIÓN	DE	PUESTOS	Y	MOVILIDAD.	DERECHOS
Y	OBLIGACIONES.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.	

INTRODUCCIÓN

El IV Convenio colectivo único para el personal laboral de la Administración General del Estado fue publicado
mediante Resolución de 13 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, en el BOE del 17 de mayo
de 2019. Consta de 124 artículos distribuidos en 16 Títulos, con la siguiente estructura:

• TÍTULO I.- Ámbito de aplicación y vigencia
• TÍTULO II.- Promoción de la igualdad de la conciliación de la vida personal, familiar y profesional
• TÍTULO III.- Clasificación profesional
• TÍTULO IV.- Órganos de seguimiento y aplicación del Convenio
• TÍTULO V.- Organización del trabajo
• TÍTULO VI.- Ingreso y promoción interna
• TÍTULO VII.- Provisión de puestos de trabajo y movilidad

CAPÍTULO I.- El concurso
CAPÍTULO II.- Otras formas de provisión de puestos de trabajo y de movilidad
CAPÍTULO III.- Modificación sustancial de las condiciones de trabajo, movilidad funcional, traslado
obligatorio y desplazamiento temporal

• TÍTULO VIII.- Estructura salarial
• TÍTULO IX.- Condiciones de trabajo

CAPÍTULO I.- Jornada y horarios
CAPÍTULO II.- Vacaciones, licencias y permisos

• TÍTULO X.- Formación y Acción Social
• TÍTULO XI.- Salud laboral
• TÍTULO XII.- Régimen de representación del personal
• TÍTULO XIII.- Incompatibilidades
• TÍTULO XIV.- Suspensión y extinción del contrato de trabajo
• TÍTULO XV.- Régimen disciplinario

CAPÍTULO I.- Principios y responsabilidad disciplinaria
CAPÍTULO II.- Faltas y sanciones
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TEMA	14.‐	EL	CONTRATO	DE	TRABAJO	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.
MODALIDADES.	SUSPENSIÓN.	EXTINCIÓN.	SUS	CAUSAS.	EL	DESPIDO.	SINDICACIÓN
DEL	PERSONAL	LABORAL.	COMITÉS	DE	EMPRESA	Y	DELEGADOS	DE	PERSONAL.	

Según	el	EBEP,	es	personal	laboral	el	que	en	virtud	de	contrato	de	trabajo	formalizado	por	escrito,	en	cualquiera
de	las	modalidades	de	contratación	de	personal	previstas	en	la	legislación	laboral,	presta	servicios	retribuidos
por	las	Administraciones	Públicas.	En	función	de	la	duración	del	contrato	éste	podrá	ser	fijo,	por	tiempo	indefini‐
do	o	temporal.	Las	leyes	de	Función	Pública	que	se	dicten	en	desarrollo	de	este	Estatuto	establecerán	los	criterios
para	la	determinación	de	los	puestos	de	trabajo	que	pueden	ser	desempeñados	por	personal	laboral.

1.‐	EL	CONTRATO	DE	TRABAJO

Concepto.- El contrato de trabajo es el acuerdo entre empresario y trabajador por el que éste se obliga a
prestar determinados servicios por cuenta del empresario y bajo su dirección a cambio de una retribu-
ción. Así, los sujetos de la relación laboral son:

• Los trabajadores son personas físicas que desempeñan su labor voluntariamente bajo la organización
y dirección del empresario, cediendo los frutos de su actividad laboral a cambio de un salario determina-
do.

• Los empresarios pueden ser personas físicas y personas jurídicas o comunidades de bienes. Son
personas físicas los empresarios individuales, y jurídicas, las sociedades en sus diversas clases (civiles,
mercantiles, asociaciones, fundaciones, cooperativas, etc.).

Naturaleza.- De la definición anterior se deduce una serie de características que conforma la naturaleza del
contrato de trabajo:

-Es un contrato consensual, pues se perfecciona o nace con el consentimiento; esto supone que empre-
sario y trabajador quedan obligados desde que se ponen de acuerdo y así lo expresan.

-Es bilateral, ya que se generan obligaciones para las dos partes que intervienen en el mismo; el trabaja-
dor queda obligado a prestar sus servicios y el empresario a pagar la remuneración pactada.

-Se considera un contrato oneroso, ya que de él se derivan obligaciones de carácter patrimonial, como
puede ser abonar el salario.

-Genera obligaciones de trato	sucesivo que no se agotan con su cumplimiento, esto quiere decir que el
trabajador no queda liberado de la obligación de prestar sus servicios por el hecho de haber trabajado
un día, ni el patrono del deber de pagar el sueldo por haberlo hecho una vez.

-Es un contrato normativizado ya que la libre voluntad de las partes se encuentra sometida a los
mínimos establecidos por la legislación laboral y por los convenios colectivos.
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TEMA	15.‐	EL	DERECHO	DE	HUELGA	Y	SU	EJERCICIO.	LA	HUELGA	EN	LOS
SERVICIOS	ESENCIALES	DE	LA	COMUNIDAD.	LOS	CONFLICTOS	COLECTIVOS

Y	SU	SOLUCIÓN:	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.		

1.‐	LA	HUELGA

1.- REGULACIÓN JURÍDICA

La Constitución reconoce en su art. 28.2 “el derecho de huelga de los trabajadores para la defensa de sus
intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad”.

Desde el punto de vista constitucional se trata de:

-Un derecho fundamental, garantizado por la posibilidad de recabar la tutela del Tribunal Constitucional
a través del recurso de amparo. De este derecho quedan excluidos algunos colectivos (miembros de la
Fuerzas Armadas y por asimilación de los Institutos Armados de carácter militar; miembros de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sean del Estado, autonómicas o locales, etc.).

-La regulación del ejercicio de este derecho debe hacerse por norma con rango de Ley Orgánica. Hasta
la fecha, no se ha promulgado ninguna ley orgánica, continuando vigente la regulación contenida en el
Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre relaciones de trabajo, parcialmente anulada por el
Tribunal Constitucional.

-Aunque son distintos, el ejercicio del derecho a la huelga está muy relacionado con el de libertad sindi-
cal. Se considera un medio fundamental de la acción sindical.

-El derecho a la huelga no es ilimitado, sus límites derivan no solo de su posible choque con otros dere-
chos constitucionales (como puede ser el derecho al trabajo de aquellos trabajadores que no quieran
sumarse a la huelga), sino también debe respetarse el mantenimiento de los servicios esenciales de la
comunidad.

1.2.- CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS

Se entiende por huelga el cese temporal (pues su propósito es reincorporarse al trabajo en condiciones más
beneficiosas), colectivo y concertado de la prestación de servicios por parte de los trabajadores afectados,
sin ocupación por los mismos del centro de trabajo o de sus dependencias. Y de esta definición se deducen
las siguientes características:

-Cesación total en la actividad laboral por parte de los trabajadores en huelga. No requiere la paralización
del trabajo por la totalidad de la plantilla.
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TEMA	16.‐	PRESUPUESTOS	GENERALES	DEL	ESTADO.	ESTRUCTURA.
EL	CICLO	PRESUPUESTARIO:	ELABORACIÓN,	EJECUCIÓN	Y	CONTROL.	

1.‐	EL	PRESUPUESTO

1.1.- INTRODUCCIÓN HISTÓRICA

Históricamente el peso del Sector Público en la economía se ha ido incrementando, surgiendo la necesidad
de intervenir ante los fallos que presentaba el mercado en otras épocas como eficiente asignador de los
recursos. De esta forma nació la necesidad de proveer bienes públicos puros -aquellos que presentan como
característica la no rivalidad en el consumo, o de consumo colectivo, y donde es imposible aplicar el principio
de exclusión (Ej: la defensa)- así como otros bienes con externalidades (Ej.: la sanidad).

El Estado va a desarrollar una serie de actividades, por lo que necesita recursos financieros para hacer frente
a los gastos que las mismas originan. Esta actividad económica del sector público es una actividad financiera,
y con el presupuesto se van a:

- Definir y clasificar tales actividades o gastos públicos que se van a realizar.
- Cuantificar monetariamente los gastos.
- Calcular los medios y recursos que son necesarios para desarrollarlos.

La aparición y generalización del presupuesto en las diversas economías estatales tiene lugar entre finales
del siglo XVIII y principios del siglo XIX. Esta tardía aparición del presupuesto se debe a una serie de razones:

- Políticas: en la época medieval existía un fraccionamiento y dispersión del Estado, con un desconoci-
miento de las actividades económicas públicas.

- Económicas-financieras: escasa dimensión de la actividad económica.

- Constitucionales: el sistema democrático va unido a la institución presupuestaria, concreta con exacti-
tud los límites dentro de los cuales el poder legislativo concede su mandato al ejecutivo para la gestión
presupuestaría.

Así nace el presupuesto a comienzos del siglo XIX con el fin de cumplir una serie de razones o funciones que
justifican su elaboración y ejecución:

a) Racionalizar la ordenación del conjunto de gastos e ingresos de las Administraciones Públicas ante
el volumen, magnitud y diversidad de las actividades públicas en el Estado moderno.

b) Concretar documentalmente el mandato del legislativo al ejecutivo.

c) Servir de instrumento de la política económica,  que se denomina dimensión	funcional	del	presupuesto:
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TEMA	17.‐	NORMAS	SOBRE	SEGURIDAD	Y	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES.	

1.‐	INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.
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TEMA	18.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO.	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,
PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES.	POLÍTICAS	CONTRA

LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE
PROTECCIÓN	INTEGRAL	CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	DISCAPACIDAD
Y	DEPENDENCIA.	PLAN	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO	EN	LA	ADMINISTRACIÓN

GENERAL	DEL	ESTADO	Y	SUS	ORGANISMOS	PÚBLICOS.	

1.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO

1.1.- INTRODUCCIÓN

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo art. 111 del Tratado de Roma se ha creado un acervo comunitario sobre igualdad
de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena medida,
la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia de
igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del princi-
pio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y
a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre aplicación
del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo supuesto un paso decisivo, ha
resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación en las pensio-
nes de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de
responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida personal,
laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella «perfecta
igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», según dijo John Stuart
Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos.
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TEMA	19.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN
PÚBLICA	Y		BUEN	GOBIERNO.	EL	CONSEJO	DE	TRANSPARENCIA	Y	BUEN

GOBIERNO:	FUNCIONES.	EL	PORTAL	DE	TRANSPARENCIA.
LAS	UNIDADES	DE	INFORMACIÓN	Y	TRANSPARENCIA	(UITS).	

1.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes
fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos se somete a
escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se
manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio
de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente
y que demanda participación de los poderes públicos.

Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen gobierno cuentan con institu-
ciones más fuertes, que favorecen el crecimiento económico y el desarrollo social. En estos países, los
ciudadanos pueden juzgar mejor y con más criterio la capacidad de sus responsables públicos y decidir en
consecuencia. Permitiendo una mejor fiscalización de la actividad pública se contribuye a la necesaria
regeneración democrática, se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se favorece el crecimiento
económico.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, tiene
un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la actividad pública –que se articula a través de
obligaciones de publicidad activa para todas las Administraciones y entidades públicas–, reconoce y garanti-
za el acceso a la información –regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y establece
las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias
jurídicas derivadas de su incumplimiento –lo que se convierte en una exigencia de responsabilidad para
todos los que desarrollan actividades de relevancia pública–.

En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y establece unos estándares
homologables al del resto de democracias consolidadas. En definitiva, constituye un paso fundamental y
necesario que se verá acompañado en el futuro con el impulso y adhesión por parte del Estado tanto a
iniciativas multilaterales en este ámbito como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes
en esta materia.

1.2.- ESTRUCTURA DE LA LEY

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno
presenta la siguiente estructura:
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TEMA	20.‐	LA	AGENDA	2030	Y	LOS	OBJETIVOS	DE	DESARROLLO	SOSTENIBLE.
PRINCIPIOS	INFORMADORES	DE	LA	ACTIVIDAD	EN	EL	SERVICIO	PÚBLICO:

TRANSPARENCIA,	COLABORACIÓN,	PARTICIPACIÓN	Y	RENDICIÓN	DE	CUENTAS.

1.‐	LA	AGENDA	2030	Y	LOS	OBJETIVOS	DE	DESARROLLO	SOSTENIBLE

El mundo se consume, se transforma, se agota, con cientos de millones de personas que sufren las consecuen-
cias, que no han llegado aún a los estándares de bienestar de zonas como Occidente. Por eso la Asamblea
General de la ONU ha adoptado el 25 de septiembre de 2015 la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible,
un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad, que quiere fortalecer la paz universal
y el acceso a la justicia.

Los Estados miembros de la Naciones Unidas aprobaron una resolución en la que reconocen que el mayor
desafío del mundo actual es la erradicación de la pobreza y afirman que sin lograrla no puede haber desarro-
llo sostenible. La Agenda plantea 17 objetivos con 169 metas de carácter integrado e indivisible que abarcan
las esferas económica, social y ambiental. La nueva estrategia regirá los programas de desarrollo mundiales
durante los próximos 15 años. Al adoptarla, los Estados se comprometen a movilizar los medios necesarios
para su implementación mediante alianzas centradas especialmente en las necesidades de los más pobres
y vulnerables.

Los 17 Objetivos de la Agenda se elaboraron durante más de dos años de consultas públicas, interacción con
la sociedad civil y negociaciones entre los países y vienen a sustituir a los llamados Objetivos del Milenio,
implementados lamentablemente sólo en parte. Se ha logrado cumplir el primero de aquellos objetivos
-reducir la tasa de pobreza extrema a la mitad- mientras que otros apenas se han tocado en los 15 años de
apuesta.

La nueva propuesta, por su parte, implica un compromiso común y universal, no obstante, puesto que cada
país se enfrenta a retos específicos en su búsqueda del desarrollo sostenible, los Estados tienen soberanía
plena sobre su riqueza, recursos y actividad económica, y cada uno fijará sus propias metas nacionales de
acuerdo con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Las nuevas metas de la ONU afectan a múltiples aspectos de la vida humana y de su entorno, fijan sistemas
de revisión de cumplimiento cada cinco años y, por primera vez, ligan a países desarrollados y en desarrollo.
Las temáticas que abordan van desde la pobreza, el hambre, la paz, la salud, la educación, las desigualdades,
la inclusión, la prosperidad económica, la protección del planeta, la lucha contra el cambio climático, las
ciudades y los territorios, la energía, el consumo y la producción sostenibles y la gobernanza.

Los 17 ODS se concretan en las referidas 169 metas y sus indicadores de evolución. Los indicadores han sido
establecidos por la Comisión de Estadística de las Naciones Unidas en el año 2017.

Resumidamente, los ODS son: 




